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establecen competencias en materia de medicina laboral
en el Instituto Nacional de la Salud.

b) Orden de 2 de abril de 1992, del Ministerio de
Sanidad y Consumo, por la que se establecen los precios
a satisfacer por la prestación de servicios académicos
de la Escuela Nacional de Sanidad.

Disposición final. Entrada en vigor.

La presente Orden entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 27 de diciembre de 2001.

VILLALOBOS TALERO

COMUNIDAD AUTÓNOMA
DE ANDALUCÍA

546 LEY 11/2001, de 11 de diciembre, de modi-
ficación de la Ley 9/1983, de 1 de diciembre,
del Defensor del Pueblo Andaluz.

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE ANDALUCÍA

A todos los que la presente vieren, sabed que el Par-
lamento de Andalucía ha aprobado y yo, en nombre del
Rey y por la autoridad que me confieren la Constitución
y el Estatuto de Autonomía, promulgo y ordeno la publi-
cación de la siguiente Ley de modificación de la Ley
9/1983, de 1 de diciembre, del Defensor del Pueblo
Andaluz.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La Ley 3/1996, de 17 de julio, modificó la Ley
9/1983, de 1 de diciembre, del Defensor del Pueblo
Andaluz, variando la composición de la Institución, al
ampliar el número de sus Adjuntos de dos a tres.

Con posterioridad, la Ley 1/1998, de 20 de abril,
de los Derechos y la Atención al Menor, crea la figura
del Defensor del Menor de Andalucía, encomendándole
el ejercicio de estas funciones a uno de los Adjuntos
del Defensor del Pueblo Andaluz por delegación de éste.

La propia configuración de la figura del Defensor del
Pueblo y de las funciones de sus Adjuntos en la
Ley 9/1983, Reguladora de esta Institución, plantea
algunas dificultades de índole práctica en el ejercicio
de las funciones que la Ley 1/1988 encomienda a la
figura del Defensor del Menor de Andalucía.

La trascendencia de la función tuitiva de los derechos
de los menores en Andalucía, así como la atribución
generalista de funciones que el Estatuto de Autonomía
de Andalucía y la referida Ley 9/1983 hacen al Defensor
del Pueblo Andaluz para la defensa de los derechos de
todos los ciudadanos, hacen conveniente unificar en la
figura del Defensor del Pueblo Andaluz las funciones
correspondientes a las del Defensor del Menor de Anda-
lucía, auxiliado para tal fin por uno de sus Adjuntos,
para lo que se amplía su número en dicha Institución.

Por todo ello, se considera conveniente la reforma
de la Ley 9/1983, de 1 de diciembre, del Defensor del
Pueblo Andaluz, en el siguiente sentido:

Artículo único.

El apartado 1 del artículo 8 de la Ley 9/1983, de 1
de diciembre, del Defensor del Pueblo Andaluz, queda
redactado como sigue:

«1. El Defensor del Pueblo Andaluz estará auxi-
liado por cuatro Adjuntos en los que podrá delegar
sus funciones y entre los que designará al que le
auxilie en el ejercicio de las funciones que le corres-
ponden como Defensor del Menor de Andalucía.»

Disposición final.

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente de
su publicación en el «Boletín Oficial de la Junta de Anda-
lucía».

Sevilla, 11 de diciembre de 2001.

MANUEL CHAVES GONZÁLEZ,
Presidente

(Publicada en el «Boletín Oficial de la Junta de Andalucía» número 144,
de 15 de diciembre de 2001)

547 LEY 12/2001, de 11 de diciembre, por la que
se fijan las sedes de los Juzgados de lo Penal
número 1 y Social número 1 en Motril y de
lo Contencioso-Administrativo número 1 en
Algeciras y en Jerez de la Frontera.

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE ANDALUCÍA

A todos los que la presente vieren, sabed que el Par-
lamento de Andalucía ha aprobado y yo, en nombre del
Rey y por la autoridad que me confieren la Constitución
y el Estatuto de Autonomía, promulgo y ordeno la publi-
cación de la siguiente Ley por la que se fijan las sedes
de los Juzgados de lo Penal numero 1 y Social número 1
en Motril y de lo Contencioso-Administrativo número 1
en Algeciras y en Jerez de la Frontera.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El Estatuto de Autonomía para Andalucía, en su ar-
tículo 52.2, atribuye a la Comunidad Autónoma la com-
petencia para fijar la delimitación de las demarcaciones
territoriales de los órganos jurisdiccionales de Andalucía,
de conformidad con la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Por su parte la Ley Orgánica del Poder Judicial, al
establecer la planta y organización territorial, atribuye
el ejercicio de la potestad jurisdiccional, entre otros órga-
nos, a los Juzgados de lo Penal, de lo Contencioso-Ad-
ministrativo y de lo Social, y en sus artículos 89 bis. 1,
90.2 y 92.1 prevé la posibilidad de que se creen, res-
pectivamente, Juzgados de lo Penal, de lo Contencio-
so-Administrativo y de lo Social fuera de la capital de
la provincia, a los que quedarán adscritos uno o varios
partidos judiciales; la posibilidad de creación de tales
órganos ha sido llevada a efecto por la Ley 37/1999,
de 28 de octubre, de modificación de la Ley 38/1988,
de 28 de diciembre, de Demarcación y de Planta Judicial,
creando un Juzgado de lo Penal y uno de lo Social en
Motril (Granada) y un Juzgado de lo Contencioso-Ad-
ministrativo en Algeciras y otro en Jerez de la Frontera
(Cádiz), todos ellos con jurisdicción inferior a la provincia.

En desarrollo de las competencias anteriormente
reseñadas, y de acuerdo con lo dispuesto en el apar-
tado 2 del artículo 8 de la Ley de Demarcación y de
Planta Judicial, en la redacción dada al mismo por la
Ley 2/1999, de 11 de enero, que establece que las


